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CONVENCIÓN DE LA HAYA SOBRE LOS 
ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN 

INTERNACIONAL DE MENORES,                    
25 DE OCTUBRE DE 1980

NOTA EXPLICATIVA

La Convención de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los 
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores es un 
tratado multilateral que tiene como objetivo la protección de los 
niños de los efectos perjudiciales de la sustracción y la retención 
que traspasan las fronteras internacionales, proporcionando un 
procedimiento para conseguir su pronta restitución. La “Sección 
Sustracción de Niños” proporciona información acerca del 
funcionamiento del Convenio y el trabajo de la Conferencia de 
la Haya en la supervisión de su implementación y la promoción 
de la cooperación internacional en el ámbito de la sustracción de 
niños. La Convención entró en vigor el 1° de diciembre de 1983.1  

A la fecha de publicación de esta nota la Convención se encuentra 
en vigor en 98 países.2 México se adhirió a la Convención el 20 
de junio de 1991 y entró en vigor el 1° de septiembre de 1991. 

A continuación presentamos el texto de la Convención, con su 
respectivo Decreto de Promulgación.

Al final se incorporan las disposiciones sobre “restitución 
internacional de menores” prevista en el Código de 
Procedimientos Civiles del Estado de México, de la Ley General 
de niñas, niños y adolescentes, y se transcriben las Tesis Aisladas 
de la SCJN que se han producido con respecto a la aplicación de 
estos instrumentos internacionales vigentes para México.

Yaritza Pérez Pacheco
 
1   Vid, https://www.hcch.net/es/instruments/conventions/specialised-sections/child-abduction

2   El estatus de ratificación puede consultarse en https://www.hcch.net/es/instruments/conven-
tions/status-table/?cid=24.
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CONVENCIÓN DE LA HAYA SOBRE LOS 
ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN 

INTERNACIONAL DE MENORES3 

DECRETO promulgatorio de la convención sobre los aspectos civiles de la 
sustracción internacional de menores.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- 
Presidencia de la República.

CARLOS SALINAS DE GORTARI, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, a sus habitantes, sabed:

El día veinticinco del mes de octubre del año de mil novecientos ochenta, se 
adoptó en La Haya, Países Bajos, la Convención sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores, cuyo texto y forma en español constan 
en la copia certificada adjunta.

La citada Convención fue aprobada por la Cámara de Senadores del H. Congreso 
de la Unión, el día trece del mes de diciembre del año de mil novecientos 
noventa, según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del día 
catorce del mes de enero del año de mil novecientos noventa y uno.

El instrumento de adhesión firmado por mí, el día veintinueve del mes de enero 
del año de mil novecientos noventa y uno, fue depositado ante el Ministerio de 
Asuntos Exteriores del Reino de los Países Bajos, el día veinte del mes de junio 
del propio año.

Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto por 
la Fracción Primera del Artículo Ochenta y Nueve de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, a los tres días del mes de febrero del año de mil 
novecientos noventa y dos.- Carlos Salinas de Gortari.- Rúbrica.- El Secretario 
de Relaciones Exteriores, Fernando Solana.- Rúbrica.

EL C. EMBAJADOR ANDRES ROZENTAL, SUBSECRETARIO DE RELACIONES 
EXTERIORES, CERTIFICA:

Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Convención 
sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, adoptada 
en La Haya, Países Bajos, el día veinticinco del mes de octubre del año de mil 
novecientos ochenta, cuyo texto y forma en español son los siguientes: 

3   Diario Oficial de la Federación del 06/03/1992. Disponible en: http://www.dof.gob.mx/nota_
detalle.php?codigo=4654143&fecha=06/03/1992
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CONVENCIÓN DE LA HAYA SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES, 25 DE OCTUBRE DE 
1980

Los Estados signatarios del presente Convenio,

Profundamente convencidos de que los intereses del menor son de una 
importancia primordial para todas las cuestiones relativas a su custodia,

Deseosos de proteger al menor, en el plano internacional, de los efectos 
perjudiciales que podría ocasionarle un traslado o una retención ilícitos y de 
establecer los procedimientos que permitan garantizar la restitución inmediata 
del menor a un Estado en que tenga su residencia habitual, así como de asegurar 
la protección del derecho de visita,

Han resuelto concluir un Convenio a tal efecto y han acordado las disposiciones 
siguientes:

CAPÍTULO I - ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO

Artículo 1: La finalidad del presente Convenio será la siguiente:
a) garantizar la restitución inmediata de los menores trasladados o retenidos de 
manera ilícita en cualquier Estado contratante;
b) velar por que los derechos de custodia y de visita vigentes en uno de los 
Estados contratantes se respeten en los demás Estados contratantes.

Artículo 2: Los Estados contratantes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para garantizar que se cumplan en sus territorios respectivos los objetivos del 
Convenio.  Para ello deberán recurrir a los procedimientos de urgencia de que 
dispongan.

Artículo 3: El traslado o la retención de un menor se considerarán ilícitos:
a) cuando se hayan producido con infracción de un derecho de custodia 
atribuido, separada o conjuntamente, a una persona, a una institución, o a 
cualquier otro organismo, con arreglo al Derecho vigente en el Estado en que 
el menor tenía su residencia habitual inmediatamente antes de su traslado o 
retención; y
b) cuando este derecho se ejercía de forma efectiva, separada o conjuntamente, 
en el momento del traslado o de la retención, o se habría ejercido de no haberse 
producido dicho traslado o retención.
El derecho de custodia mencionado en a) puede resultar, en particular, de una 
atribución de pleno derecho, de una decisión judicial o administrativa, o de un 
acuerdo vigente según el Derecho de dicho Estado.

Artículo 4: El Convenio se aplicará a todo menor que tuviera su residencia 
habitual en un Estado contratante inmediatamente antes de la infracción de 
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los derechos de custodia o de visita.  El Convenio dejará de aplicarse cuando el 
menor alcance la edad de 16 años.

Artículo 5: A los efectos del presente Convenio:
a) el “derecho de custodia” comprenderá el derecho relativo al cuidado de la 
persona del menor y, en particular, el de decidir sobre su lugar de residencia;
b) el “derecho de visita” comprenderá el derecho de llevar al menor, por un 
periodo de tiempo limitado, a otro lugar diferente a aquel en que tiene su 
residencia habitual.

CAPÍTULO II - AUTORIDADES CENTRALES

Artículo 6: Cada uno de los Estados contratantes designará una Autoridad 
Central encargada del cumplimiento de las obligaciones que le impone el 
Convenio.
Los Estados federales, los Estados en que esté vigente más de un sistema 
jurídico o los Estados que cuenten con organizaciones territoriales autónomas 
tendrán libertad para designar más de una Autoridad Central y para especificar 
la extensión territorial de los poderes de cada una de estas Autoridades.  El 
Estado que haga uso de esta facultad designará la Autoridad Central a la que 
puedan dirigirse las solicitudes, con el fin de que las transmita a la Autoridad 
Central de dicho Estado.

Artículo 7: Las Autoridades Centrales deberán colaborar entre sí y promover 
la colaboración entre las Autoridades competentes en sus respectivos Estados, 
con el fin de garantizar la restitución inmediata de los menores y para conseguir 
el resto de los objetivos del presente Convenio.
Deberán adoptar, en particular, ya sea directamente o a través de un intermediario, 
todas las medidas apropiadas que permitan:
a) localizar al menor trasladado o retenido de manera ilícita;
b) prevenir que el menor sufra mayores daños o que resulten perjudicadas las 
partes interesadas, para lo cual adoptarán o harán que se adopten medidas 
provisionales;
c) garantizar la restitución voluntaria del menor o facilitar una solución amigable;
d) intercambiar información relativa a la situación social del menor, si se estima 
conveniente;
e) facilitar información general sobre la legislación de su país relativa a la 
aplicación del Convenio;
f)  incoar o facilitar la apertura de un procedimiento judicial o administrativo, 
con el objeto de conseguir la restitución del menor y, en su caso, permitir que se 
regule o se ejerza de manera efectiva el derecho de visita;
g) conceder o facilitar, según el caso, la obtención de asistencia judicial y jurídica, 
incluida la participación de un abogado;
h) garantizar, desde el punto de vista administrativo, la restitución del menor sin 
peligro, si ello fuese necesario y apropiado;
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i)  mantenerse mutuamente informadas sobre la aplicación del presente 
Convenio y eliminar, en la medida de lo posible, los obstáculos que puedan 
oponerse a dicha aplicación.

CAPÍTULO III - RESTITUCIÓN DEL MENOR

Artículo 8: Toda persona, institución u organismo que sostenga que un menor 
ha sido objeto de traslado o retención con infracción del derecho de custodia, 
podrá dirigirse a la Autoridad Central de la residencia habitual del menor, o 
a la de cualquier otro Estado contratante, para que, con su asistencia, quede 
garantizada la restitución del menor.
La solicitud incluirá:
a) información relativa a la identidad del solicitante, del menor y de la persona 
que se alega que ha sustraído o retenido al menor;
b) la fecha de nacimiento del menor, cuando sea posible obtenerla;
c) los motivos en que se basa el solicitante para reclamar la restitución del 
menor;
d) toda la información disponible relativa a la localización del menor y la 
identidad de la persona con la que se supone que está el menor;
La solicitud podrá ir acompañada o complementada por:
e) una copia auténtica de toda decisión o acuerdo pertinentes;
f)  una certificación o declaración jurada expedida por una Autoridad Central o 
por otra autoridad competente del Estado donde el menor tenga su residencia 
habitual o por una persona cualificada con respecto al Derecho vigente en esta 
materia de dicho Estado.
g) cualquier otro documento pertinente.

Artículo 9: Si la Autoridad Central que recibe una solicitud en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 8 tiene razones para creer que el menor se encuentra 
en otro Estado contratante, transmitirá la solicitud directamente y sin demora 
a la Autoridad Central de ese Estado contratante e informará a la Autoridad 
Central requirente o, en su caso, al solicitante.

Artículo 10: La Autoridad Central del Estado donde se encuentre el menor 
adoptará o hará que se adopten todas las medidas adecuadas tendentes a 
conseguir la restitución voluntaria del menor.

Artículo 11: Las autoridades judiciales o administrativas de los Estados 
contratantes actuarán con urgencia en los procedimientos para la restitución 
de los menores.
Si la autoridad judicial o administrativa competente no hubiera llegado a una 
decisión en el plazo de seis semanas a partir de la fecha de iniciación de los 
procedimientos, el solicitante o la Autoridad Central del Estado requerido, por 
iniciativa propia o a instancia de la Autoridad Central del Estado requirente 
tendrá derecho a pedir una declaración sobre las razones de la demora.



Si la Autoridad Central del Estado requerido recibiera una respuesta, dicha 
Autoridad la transmitirá a la Autoridad Central del Estado requirente o, en su 
caso, al solicitante.

Artículo 12: Cuando un menor haya sido trasladado o retenido ilícitamente en el 
sentido previsto en el artículo 3 y, en la fecha de la iniciación del procedimiento 
ante la autoridad judicial o administrativa del Estado contratante donde se halle 
el menor, hubiera transcurrido un periodo inferior a un año desde el momento 
en que se produjo el traslado o retención ilícitos, la autoridad competente 
ordenará la restitución inmediata del menor.
La autoridad judicial o administrativa, aún en el caso de que se hubieren iniciado 
los procedimientos después de la expiración del plazo de un año a que se hace 
referencia en el párrafo precedente, ordenará asimismo la restitución del menor 
salvo que quede demostrado que el menor ha quedado integrado en su nuevo 
ambiente.
Cuando la autoridad judicial o administrativa del Estado requerido tenga razones 
para creer que el menor ha sido trasladado a otro Estado, podrá suspender el 
procedimiento o rechazar la solicitud de retorno del menor.

Artículo 13: No obstante lo dispuesto en el artículo precedente, la autoridad 
judicial o administrativa del Estado requerido no está obligada a ordenar la 
restitución del menor si la persona, institución u otro organismo que se opone 
a su restitución demuestra que:
a) la persona, institución u organismo que se hubiera hecho cargo de la persona 
del menor no ejercía de modo efectivo el derecho de custodia en el momento 
en que fue trasladado o retenido o había consentido o posteriormente aceptado 
el traslado o retención; o
b) existe un grave riesgo de que la restitución del menor lo exponga a un peligro 
grave físico o psíquico o que de cualquier otra manera ponga al menor en una 
situación intolerable.
La autoridad judicial o administrativa podrá asimismo negarse a ordenar 
la restitución del menor si comprueba que el propio menor se opone a la 
restitución, cuando el menor haya alcanzado una edad y un grado de madurez 
en que resulte apropiado tener en cuenta sus opiniones.
Al examinar las circunstancias a que se hace referencia en el presente artículo, 
las autoridades judiciales y administrativas tendrán en cuenta la información que 
sobre la situación social del menor proporcione la Autoridad Central u otra 
autoridad competente del lugar de residencia habitual del menor.

Artículo 14: Para determinar la existencia de un traslado o de una retención 
ilícitos en el sentido del artículo 3, las autoridades judiciales o administrativas 
del Estado requerido podrá tener en cuenta directamente la legislación y las 
decisiones judiciales o administrativas, ya estén reconocidas formalmente o 
no en el Estado de la residencia habitual del menor, sin tener que recurrir a 
procedimientos concretos para probar la vigencia de esa legislación o para 
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el reconocimiento de las decisiones extranjeras que de lo contrario serían 
aplicables.

Artículo 15: Las autoridades judiciales o administrativas de un Estado contratante, 
antes de emitir una orden para la restitución del menor podrán pedir que el 
solicitante obtenga de las autoridades del Estado de residencia habitual del 
menor una decisión o una certificación que acredite que el traslado o retención 
del menor era ilícito en el sentido previsto en el artículo 3 del Convenio, 
siempre que la mencionada decisión o certificación pueda obtenerse en dicho 
Estado.  Las Autoridades Centrales de los Estados contratantes harán todo lo 
posible por prestar asistencia al solicitante para que obtenga una decisión o 
certificación de esa clase.

Artículo 16: Después de haber sido informadas de un traslado o retención 
ilícitos de un menor en el sentido previsto en el artículo 3, las autoridades 
judiciales o administrativas del Estado contratante a donde haya sido trasladado 
el menor o donde esté retenido ilícitamente, no decidirán sobre la cuestión de 
fondo de los derechos de custodia hasta que se haya determinado que no se 
reúnen las condiciones del presente Convenio para la restitución del menor o 
hasta que haya transcurrido un periodo de tiempo razonable sin que se haya 
presentado una solicitud en virtud de este Convenio.

Artículo 17: El solo hecho de que se haya dictado una decisión relativa a la 
custodia del menor o que esa decisión pueda ser reconocida en el Estado 
requerido no podrá justificar la negativa para restituir a un menor conforme 
a lo dispuesto en el presente Convenio, pero las autoridades judiciales o 
administrativas del Estado podrán tener en cuenta los motivos de dicha decisión 
al aplicar el presente Convenio.

Artículo 18: Las disposiciones del presente Capítulo no limitarán las facultades 
de una autoridad judicial o administrativa para ordenar la restitución del menor 
en cualquier momento.

Artículo 19: Una decisión adoptada en virtud del presente Convenio sobre la 
restitución del menor no afectará la cuestión de fondo del derecho de custodia.

Artículo 20: La restitución del menor conforme a lo dispuesto en el artículo 
12 podrá denegarse cuando no lo permitan los principios fundamentales del 
Estado requerido en materia de protección de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales.

CAPÍTULO IV - DERECHO DE VISITA

Artículo 21: Una solicitud que tenga como fin la organización o la garantía del 
ejercicio efectivo del derecho de visita podrá presentarse a las Autoridades 
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Centrales de los Estados contratantes, en la misma forma que la solicitud para 
la restitución del menor.
Las Autoridades Centrales estarán sujetas a las obligaciones de cooperación 
establecidas en el artículo 7 para asegurar el ejercicio pacífico del derecho de 
visita y el cumplimiento de todas las condiciones a que pueda estar sujeto el 
ejercicio de ese derecho.  Las Autoridades Centrales adoptarán las medidas 
necesarias para eliminar, en la medida de lo posible, todos los obstáculos para 
el ejercicio de ese derecho.
Las Autoridades Centrales, directamente o por vía de intermediarios, podrán 
incoar procedimientos o favorecer su incoación con el fin de organizar o 
proteger dicho derecho y asegurar el cumplimiento de las condiciones a que 
pudiera estar sujeto el ejercicio del mismo.

CAPÍTULO V - DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 22: No podrá exigirse fianza ni depósito alguno, cualquiera que sea la 
denominación que se le dé, para garantizar el pago de las costas y gastos de los 
procedimientos judiciales o administrativos previstos en el Convenio.

Artículo 23: No se exigirá, en el contexto del presente Convenio, legalización ni 
otras formalidades análogas.

Artículo 24: Toda solicitud, comunicación u otro documento que se envíe a la 
Autoridad Central del Estado requerido se remitirá en el idioma de origen e irá 
acompañado de una traducción al idioma oficial o a uno de los idiomas oficiales 
del Estado requerido o, cuando esta traducción sea difícilmente realizable, de 
una traducción al francés o al inglés.
No obstante, un Estado contratante, mediante la formulación de una reserva 
conforme a lo dispuesto en el artículo 42, podrá oponerse a la utilización del 
francés o del inglés, pero no de ambos idiomas, en toda solicitud, comunicación 
u otros documentos que se envíen a su Autoridad Central.

Artículo 25: Los nacionales de los Estados contratantes y las personas que 
residen en esos Estados tendrán derecho en todo lo referente a la aplicación 
del presente Convenio, a la asistencia judicial y al asesoramiento jurídico en 
cualquier otro Estado contratante en las mismas condiciones que si fueran 
nacionales y residieran habitualmente en ese otro Estado.

Artículo 26: Cada Autoridad Central sufragará sus propios gastos en la aplicación 
del presente Convenio.
Las Autoridades Centrales y otros servicios públicos de los Estados contratantes 
no impondrán cantidad alguna en relación con las solicitudes presentadas 
en virtud de lo dispuesto en el presente Convenio ni exigirán al solicitante 
pago  alguno por las costas y gastos del proceso ni, dado el caso, por los gastos 
derivados de la participación de un abogado o asesor jurídico.  No obstante, se 
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les podrá exigir el pago de los gastos originados o que vayan a originarse por la 
restitución del menor.
Sin embargo, un Estado contratante, mediante la formulación de una reserva 
conforme a lo dispuesto en el artículo 42, podrá declarar que no estará obligado 
a asumir gasto alguno de los mencionados en el párrafo precedente que se 
deriven de la participación de un abogado o asesores jurídicos o del proceso 
judicial, excepto en la medida que dichos gastos puedan quedar cubiertos por 
un sistema de asistencia judicial y asesoramiento jurídico.
Al ordenar la restitución de un menor o al expedir una orden relativa a los 
derechos de visita conforme a lo dispuesto en el presente Convenio, las 
autoridades judiciales o administrativas podrán disponer, dado el caso, que la 
persona que trasladó o que retuvo al menor o que impidió el ejercicio del 
derecho de visita, pague los gastos necesarios en que haya incurrido el solicitante 
o en que se haya incurrido en su nombre, incluidos los gastos de viajes, las costas 
de representación judicial del solicitante y los gastos de la restitución del menor, 
así como todos las costas y pagos realizados para localizar al menor.

Artículo 27: Cuando se ponga de manifiesto que no se han cumplido las 
condiciones requeridas en el presente Convenio o que la solicitud carece de 
fundamento, una Autoridad Central no estará obligada a aceptar la solicitud.  En 
este caso, la Autoridad Central informará inmediatamente de sus motivos al 
solicitante o a la Autoridad Central por cuyo conducto se haya presentado la 
solicitud, según el caso.

Artículo 28: Una Autoridad Central podrá exigir que la solicitud vaya acompañada 
de una autorización por escrito que le confiera poderes para actuar por cuenta 
del solicitante o para designar un representante habilitado para actuar en su 
nombre.

Artículo 29: El presente Convenio no excluirá que cualquier persona, institución 
u organismo que pretenda que ha habido una violación del derecho de custodia 
o del derecho de visita en el sentido previsto en los artículos 3 o 21, reclame 
directamente ante las autoridades judiciales o administrativas de un Estado 
contratante, conforme o no a las disposiciones del presente Convenio.

Artículo 30: Toda solicitud presentada a las Autoridades Centrales o 
directamente a las autoridades judiciales o administrativas de un Estado 
contratante de conformidad con los términos del presente Convenio, junto con 
los documentos o cualquier otra información que la acompañen o que haya 
proporcionado una Autoridad Central, será admisible ante los tribunales o ante 
las autoridades administrativas de los Estados contratantes.

Artículo 31: Cuando se trate de un Estado que en materia de custodia de 
menores tenga dos o más sistemas jurídicos aplicables en unidades territoriales 
diferentes:
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a) toda referencia a la residencia habitual en dicho Estado, se interpretará que se 
refiere a la residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado;
b) toda referencia a la ley del Estado de residencia habitual, se interpretará que 
se refiere a la ley de la unidad territorial del Estado donde resida habitualmente 
el menor.

Artículo 32: Cuando se trate de un Estado que en materia de custodia de 
menores tenga dos o más sistemas jurídicos aplicables a diferentes categorías de 
personas, toda referencia a la ley de ese Estado se interpretará que se refiere al 
sistema de Derecho especificado por la ley de dicho Estado.

Artículo 33: Un Estado en el que las diferentes unidades territoriales tengan sus 
propias normas jurídicas respecto a la custodia de menores no estará obligado 
a aplicar el presente Convenio cuando no esté obligado a aplicarlo un Estado 
que tenga un sistema unificado de Derecho.

Artículo 34: El presente Convenio tendrá prioridad en las materias incluidas 
en su ámbito de aplicación sobre el Convenio de 5 de octubre de 1961 sobre 
Competencia de las Autoridades y Ley Aplicable en materia de Protección de 
Menores entre los Estados parte en ambos Convenios.
Por lo demás, el presente Convenio no restringirá la aplicación de un instrumento 
internacional en vigor entre el Estado de origen y el Estado requerido ni la 
invocación de otras normas jurídicas del Estado requerido, para obtener la 
restitución de un menor que haya sido trasladado o retenido ilícitamente o para 
organizar el derecho de visita.

Artículo 35: El presente Convenio sólo se aplicará entre los Estados contratantes 
en los casos de traslados o retenciones ilícitos ocurridos después de su entrada 
en vigor en esos Estados.
Si se hubiera formulado una declaración conforme a lo dispuesto en los 
artículos 39 o 40, la referencia a un Estado contratante que figura en el párrafo 
precedente se entenderá que se refiere a la unidad o unidades territoriales a las 
que se aplica el presente Convenio.

Artículo 36: Nada de lo dispuesto en el presente Convenio impedirá que dos o 
más Estados contratantes, con el fin de limitar las restricciones a las que podría 
estar sometida la restitución del menor, acuerden mutuamente la derogación de 
algunas de las disposiciones del presente Convenio que podrían originar esas 
restricciones.

CAPÍTULO VI - CLÁUSULAS FINALES

Artículo 37: El Convenio estará abierto a la firma de los Estados que eran 
Miembros de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado en 
el momento de su Decimocuarta Sesión.
Será ratificado, aceptado o aprobado y los instrumentos de ratificación, 
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aceptación o aprobación se depositarán en el Ministerio de Asuntos Exteriores 
del Reino de los Países Bajos.

Artículo 38: Cualquier otro Estado podrá adherirse al Convenio.
El instrumento de adhesión será depositado en el Ministerio de Asuntos 
Exteriores del Reino de los Países Bajos.
Para el Estado que se adhiera al Convenio, éste entrará en vigor el día uno del 
tercer mes siguiente al depósito de su instrumento de adhesión.
La adhesión tendrá efecto sólo para las relaciones entre el Estado que se adhiera 
y aquellos Estados contratantes que hayan declarado aceptar esta adhesión. Esta 
declaración habrá de ser formulada asimismo por cualquier Estado miembro 
que ratifique, acepte o apruebe el Convenio después de una adhesión. Dicha 
declaración será depositada en el Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de 
los Países Bajos; este Ministerio enviará por vía diplomática una copia auténtica 
a cada uno de los Estados contratantes.
El Convenio entrará en vigor entre el Estado que se adhiere y el Estado que 
haya declarado que acepta esa adhesión el día uno del tercer mes siguiente al 
depósito de la declaración de aceptación.

Artículo 39: Todo Estado, en el momento de la firma, ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, podrá declarar que el Convenio se extenderá al 
conjunto de los territorios a los que representa en el plano internacional, o a 
uno o varios de ellos. Esta declaración surtirá efecto en el momento en que el 
Convenio entre en vigor para dicho Estado.
Esa declaración, así como toda extensión posterior, será notificada al Ministerio 
de Asuntos Exteriores de los Países Bajos.

Artículo 40: Si un Estado contratante tiene dos o más unidades territoriales 
en las que se aplican sistemas jurídicos distintos en relación a las materias de 
que trata el presente Convenio, podrá declarar, en el momento de la firma, 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, que el presente Convenio se 
aplicará a todas sus unidades territoriales o sólo a una o varias de ellas y podrá 
modificar esta declaración en cualquier momento, para lo que habrá de formular 
una nueva declaración.
Estas declaraciones se notificarán al Ministerio de Asuntos Exteriores de los 
Países Bajos y se indicará en ellas expresamente las unidades territoriales a las 
que se aplica el presente Convenio.

Artículo 41: Cuando un Estado contratante tenga un sistema de gobierno en 
el cual los poderes ejecutivo, judicial y legislativo estén distribuidos entre las 
Autoridades Centrales y otras autoridades dentro de dicho Estado, la firma, 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión del presente Convenio o la 
formulación de cualquier declaración conforme a lo dispuesto en el artículo 
40, no implicará consecuencia alguna en cuanto a la distribución interna de los 
poderes en dicho Estado.



Artículo 42: Cualquier Estado podrá formular una o las dos reservas previstas en 
el artículo 24 y en el tercer párrafo del artículo 26, a más tardar en el momento 
de la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión o en el momento de 
formular una declaración conforme a lo dispuesto en los artículos 39 o 40.  
Ninguna otra reserva será admitida.
Cualquier Estado podrá retirar en cualquier momento una reserva que hubiera 
formulado.  El retiro será notificado al Ministerio de Asuntos Exteriores del 
Reino de los Países Bajos.
La reserva dejará de tener efecto el día primero del tercer mes siguiente a la 
notificación a que se hace referencia en el párrafo precedente.

Artículo 43: El Convenio entrará en vigor el día primero del tercer mes siguiente 
al depósito del tercer instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión a que se hace referencia en los artículos 37 y 38.
Después, el Convenio entrará en vigor:
1. para cada Estado que lo ratifique, acepte, apruebe o se adhiera con 
posterioridad, el día uno del tercer mes siguiente al depósito de su instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión;
2. para los territorios o unidades territoriales a los que se haya extendido el 
Convenio de conformidad con el artículo 39 o 40, el día uno del tercer mes 
siguiente a la notificación a que se hace referencia en esos artículos.

Artículo 44: El Convenio tendrá una duración de cinco años a partir de la fecha 
de su entrada en vigor de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero 
del artículo 43, incluso para los Estados que con posterioridad lo hubieran 
ratificado, aceptado, aprobado o adherido.
Salvo denuncia, el Convenio se renovará tácitamente cada cinco años.
Toda denuncia será notificada al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de 
los Países Bajos, por lo menos seis meses antes de la expiración del plazo de 
cinco años.  La denuncia podrá limitarse a determinados territorios o unidades 
territoriales a los que se aplica el Convenio.
La denuncia tendrá efecto sólo respecto al Estado que la hubiera notificado.  El 
Convenio continuará en vigor para los demás Estados contratantes.

Artículo 45: El Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de los Países Bajos 
notificará a los Estados miembros de la Conferencia y a los Estados que se hayan 
adherido de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38, lo siguiente:
1. las firmas, ratificaciones, aceptaciones y aprobaciones a que hace referencia 
el artículo 37;
2. las adhesiones a que hace referencia el artículo 38;
3. la fecha en que el Convenio entre en vigor conforme a lo dispuesto en el 
artículo 43;
4. las extensiones a que hace referencia el artículo 39;
5. las declaraciones mencionadas en los artículos 38 y 40;
6. las reservas previstas en el artículo 24 y en el párrafo tercero del artículo 26 

Nueva Época, N° 6 abril 2017, pp. 195-218

206



207

y los retiros previstos en el artículo 42;
7. las denuncias previstas en el artículo 44.

En fe de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, firman el presente 
Convenio.

Hecho en La Haya, el 25 de octubre de 1980, en francés y en inglés, siendo 
ambos textos igualmente auténticos, en un solo ejemplar que se depositará en 
los archivos del Gobierno del Reino de los Países Bajos y del cual se remitirá 
por vía diplomática copia auténtica a cada uno de los Estados miembros de la 
Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado en el momento de 
su Decimocuarta Sesión.

 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES   
DEL ESTADO DE MÉXICO

Decreto N° 77. Aprobación: 31 de mayo de 2002. Promulgación: 1 de 
julio de 2002. Publicación: 1 de julio de 2002. Vigencia: 16 de julio de 2002.

Decreto N° 268. Por el que se reforma el Capítulo VIII Restitución 
Internacional de Menores, al Título Sexto del Libro Segundo y los artículos 
2.361, 2.362, 2.363, 2.364, 2.365, 2.366, 2.367, 2.368, 2.369, 2.370, 2.371, 
2.372. Publicado en la Gaceta del Gobierno del Estado el 19 de febrero 
de 2009.

TÍTULO SEXTO 
Procedimientos Especiales 

CAPÍTULO VIII 
Restitución Internacional de Menores

Objeto
Artículo 2.361.- Si en términos de la Convención sobre los Aspectos 
Civiles de la Sustracción Internacional de Menores o convenio 
internacional en la materia, se pretende la restitución de un menor que 
hubiere sido sustraído ilícitamente del país de su residencia habitual o 
trasladado legalmente y retenido ilícitamente, se procederá de acuerdo 
con lo previsto en este capítulo. 

Juez competente  
Artículo 2.362.- Será competente el juez en materia familiar en cuya 
jurisdicción territorial de esta entidad federativa se encuentre el último 



domicilio del menor sustraído del Estado Mexicano.
El que ejerza jurisdicción en el lugar donde se localice el menor, cuando 
se solicita la restitución de éste por una autoridad central de otro país.  

Legitimación 
Artículo 2.363. Podrán promover este procedimiento quienes ejerzan la 
patria potestad o la persona o institución que tenga la guarda y custodia 
de las niñas, niños o adolescentes. Las actuaciones se practicarán con 
intervención de la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado de México, las procuradurías de protección 
municipales y del Ministerio Público, quienes en todo momento velarán 
y resguardarán por los intereses de niñas, niños y adolescentes y de las 
personas o instituciones con los derechos mencionados.  

Restitución de menor al Estado Mexicano  
Artículo 2.364.- Cuando una persona, institución u organismo sostenga 
que un menor ha sido objeto de traslado o retención ilícita en el 
extranjero, podrá acudir ante la autoridad judicial para que, por su 
conducto, se haga llegar su petición a la Autoridad Central Mexicana 
conforme a la Convención respectiva, y con su asistencia se gestione la 
restitución del menor. 
La solicitud reunirá los requisitos que establece la Convención sobre 
los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores o, en 
su caso, las que señala la Convención Interamericana sobre Restitución 
Internacional de Menores.   
De no existir prevención alguna, el juez remitirá, a la brevedad, la 
solicitud a la autoridad central de la Secretaría de Relaciones Exteriores 
para los efectos del trámite de restitución.  

Restitución de menor por la autoridad central de otro país  
Artículo 2.365.- Cuando se solicite la restitución de un menor por 
la autoridad central de otro país al Estado Mexicano, se procederá 
conforme a lo siguiente:  
I. Verificará que se acompañe la documentación requerida por las 
convenciones internacionales en la materia; y  
II. De no existir prevención alguna, dictará resolución en la que adoptará 
las medidas necesarias para impedir la salida del menor del territorio 
de su jurisdicción así como cualquier otra para salvaguardar el interés 
superior del mismo; se requerirá a la persona que ha sustraído al 
menor con los apercibimientos legales; ordenará el emplazamiento con 
el traslado de la solicitud de restitución, anexos que se acompañen 
y texto de la convención respectiva, para que el día y hora señalado, 
que no podrá exceder de cinco días, comparezca en el juzgado con el 
menor y manifieste:  
a) Si accede voluntariamente a la restitución del menor a la persona 
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o institución que la solicite y que acredite ejercer la guardia y custodia; o   
b) Por escrito oponga excepciones y defensas al existir alguna de las 
causas establecidas en la correspondiente convención y ofrezca pruebas.
  
Incomparecencia del requerido
Artículo 2.366.- Si el requerido no comparece a la audiencia, se tendrá 
por precluido su derecho para oponer excepciones y defensas y ofrecer 
pruebas.  
El Juez citará a los interesados, a la Procuraduría de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes, a las procuradurías de protección municipales y al 
Ministerio Público a una audiencia oral que tendrá lugar en un plazo no 
mayor a cinco días siguientes.  
En la audiencia se escuchará a ambas partes quienes podrán expresar 
alegatos, a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes 
del Estado de México, al Ministerio Público y, en su caso, a las niñas, niños 
y adolescentes.  
El Juez resolverá en la audiencia o dentro de los tres días siguientes, si 
procede o no la restitución, conforme al interés superior de niñas, niños y 
adolescentes y los términos de las convenciones aplicables. 

Restitución voluntaria  
Artículo 2.367.- Si comparece el requerido y accediere a la restitución 
voluntaria del menor, el juez dará por concluido el procedimiento y 
ordenará su entrega a la persona o institución que acredite tener la 
guarda y custodia. 

Oposición a la restitución  
Artículo 2.368.- Si en la primera comparecencia el requerido opusiera 
excepciones y defensas, serán resueltas al amparo de las causas 
establecidas en el correspondiente convenio, en concordancia con el 
derecho nacional, a este fin:   
I. En la audiencia, el juez tendrá por opuestas las excepciones y defensas 
que se funden en las convenciones y citará a la audiencia principal que 
tendrá verificativo dentro de los cinco días siguientes;  
II. El juez de considerarlo, oirá la opinión del menor en atención a la edad 
y circunstancias; y  
III. El juez podrá recabar todos aquellos elementos que estime pertinentes 
en favor del menor.  

Audiencia principal  
Artículo 2.369.- En la audiencia principal, se recibirán las pruebas y 
alegatos.
El juez resolverá en la audiencia acorde al interés superior del menor y a 
las convenciones aplicables en correspondencia con el derecho nacional.  
Por la complejidad del asunto, la sentencia se podrá dictar dentro de los 
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cinco días siguientes.  
El juez dictará la sentencia en la que precisará los motivos y fundamentos 
del fallo. La lectura podrá efectuarse de manera resumida.  
De la sentencia quedará constancia íntegra por escrito.  

Restitución favorable del menor 
Artículo 2.370.- Si el juez resolviera favorablemente la restitución del 
menor, solicitará la colaboración de la autoridad central del Servicio 
Exterior Mexicano y de las que considere pertinentes a fin de lograr la 
reincorporación del menor al lugar de su residencia habitual.  

Supletoriedad  
Artículo 2.371.- En lo que no se oponga al presente capítulo, se aplicarán 
los lineamientos que este código establece para las controversias 
relacionadas con el estado civil de las personas y del derecho familiar.  

Medios de impugnación  
Artículo 2.372.- La sentencia definitiva que conceda la restitución del 
menor será apelable con efecto suspensivo; la que la niegue, sin efecto 
suspensivo.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, 
NIÑOS Y ADOLESCENTES

Decreto publicado en el DOF del 04-12-2014

TÍTULO PRIMERO
De las Disposiciones Generales

Capítulo Cuarto
Del Derecho a Vivir en Familia

Artículo 25. Las leyes federales y de las entidades federativas contendrán 
disposiciones para prevenir y sancionar el traslado o retención ilícita 
de niñas, niños y adolescentes cuando se produzcan en violación de 
los derechos atribuidos individual o conjuntamente a las personas o 
instituciones que ejerzan la patria potestad, la tutela o la guarda y custodia, 
y preverán procedimientos expeditos para garantizar el ejercicio de esos 
derechos. 
En los casos de traslados o retenciones ilícitas de niñas, niños y adolescentes 
fuera del territorio nacional, la persona interesada podrá presentar la 
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solicitud de restitución respectiva ante la Secretaría de Relaciones 
Exteriores, para que ésta lleve a cabo las acciones correspondientes en 
el marco de sus atribuciones, de conformidad con lo dispuesto en los 
instrumentos internacionales y demás disposiciones aplicables. 
Cuando las autoridades de las entidades federativas tengan conocimiento 
de casos de niñas, niños y adolescentes de nacionalidad mexicana 
trasladados o retenidos de manera ilícita en el extranjero, se coordinarán 
con las autoridades federales competentes, conforme a las demás 
disposiciones aplicables, para su localización y restitución. 
Cuando una niña, niño o adolescente sea trasladado o retenido ilícitamente 
en territorio nacional, o haya sido trasladado legalmente pero retenido 
ilícitamente, las autoridades federales, de las entidades federativas, 
municipales y de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, estarán obligadas a coadyuvar 
en su localización, a través de los programas para la búsqueda, localización 
y recuperación, así como en la adopción de todas las medidas necesarias 
para prevenir que sufran mayores daños y en la sustanciación de los 
procedimientos de urgencia necesarios para garantizar su restitución 
inmediata, cuando la misma resulte procedente conforme a los tratados 
internacionales en materia de sustracción de menores.*

 

* En el mismo sentido artículo 18 de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 
del Estado de México, del 30/04/2015.
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TESIS AISLADAS-Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.

1. Registro No. 2 014 575

EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD PARA EFECTOS 
DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SE ACTUALIZA 
CUANDO EL ACTO RECLAMADO DERIVA DE UN PROCEDIMIENTO 
DE RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES.

Es propósito de la Convención de la Haya sobre Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores, garantizar que el menor trasladado 
o retenido de manera ilícita en cualquiera de los Estados contratantes, sea 
restituido de manera inmediata al país en donde residía, en tanto que existe 
la presunción de que el interés del menor se ve mayormente protegido y 
beneficiado mediante el restablecimiento inmediato de la situación previa al 
acto de sustracción o retención, por ser él quien resiente en mayor medida los 
perjuicios de la sustracción o la retención ilegal, por tanto el tiempo para resolver 
la petición de restitución por la sustracción o retención ilegal de un menor es 
fundamental para cumplir con el propósito o finalidad de la Convención, y si bien 
no se establece un procedimiento especial para el trámite de la petición, en su 
artículo 2, se ordena que el procedimiento que en su caso se siga, sea urgente. 
En razón de lo anterior se justifica que en contra de la sentencia o resolución 
dictada en los procedimientos seguidos en las diversas entidades federativas, 
se pueda acudir de manera inmediata al juicio de amparo, sin necesidad de 
agotar el recurso ordinario que la ley respectiva aplicada al procedimiento 
señale, pues es evidente que el trámite de ese recurso puede representar un 
retraso en la resolución final del asunto; lo que no contribuye al fin que persigue 
la Convención. Atendiendo a ello, donde el compromiso internacional radica 
en tramitar de manera urgente la petición de restitución, a fin de resolver lo 
más pronto posible la misma, se justifica que de manera inmediata se acuda 
al amparo sin necesidad de agotar el recurso ordinario correspondiente, por 
lo anterior, y en términos de lo previsto en la fracción XVIII, del artículo 61 de 
la Ley de Amparo, se actualiza una excepción al principio de definitividad en el 
juicio de amparo cuando el acto reclamado deriva de un asunto de restitución 
internacional.

Amparo directo en revisión 4102/2015. 10 de febrero de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica 
Sánchez Miguez.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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2. Registro No. 2 013 812

CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. ATENTO AL 
INTERÉS SUPERIOR DE ÉSTOS, EL PLAZO DE SEIS SEMANAS QUE 
LA AUTORIDAD JUDICIAL O ADMINISTRATIVA COMPETENTE 
TIENE PARA RESOLVER LOS PROCEDIMIENTOS PARA LA 
RESTITUCIÓN DE AQUÉLLOS, AL PODER EXCEDERSE DE ESE 
PERIODO RAZONABLE Y PROPORCIONAL CON LA CAUSA 
QUE LO ORIGINÓ, NO ESTÁ POR ENCIMA DEL DERECHO DE 
AUDIENCIA Y DEFENSA DE LAS PARTES.

La Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de 
Menores señala que las autoridades judiciales deberán actuar bajo el principio 
de celeridad; lo que se advierte claramente en su artículo 11, al establecer 
el plazo de seis semanas a partir de la fecha de iniciación del procedimiento, 
para que la autoridad judicial o administrativa competente llegue a una decisión 
en los procedimientos para la restitución de menores. Sobre dicho artículo, la 
jurista Elisa Pérez-Vera, en el informe explicativo de la Convención, destacó 
que aun cuando es importante dar un tratamiento prioritario a este tipo de 
asuntos, se trata de un plazo “no vinculante”. A partir de dicha premisa, se 
concluye que el plazo mencionado no puede estar por encima del derecho de 
audiencia y defensa de las partes, so pretexto de resolver lo antes posible en 
torno a la restitución del menor, ya que el plazo referido se considera razonable 
para que las partes ejerzan su derecho de contradicción, y desahoguen todas 
las diligencias probatorias para acreditar su derecho, lo cual permitirá al Juez 
identificar con mayor exactitud cuál es el interés superior del menor. Lo anterior 
en la inteligencia de que, si en un determinado asunto se requiere de un periodo 
mayor a las seis semanas para desahogar una prueba o practicar una diligencia, el 
juzgador deberá ponderar que es lo que le depara mayor beneficio al menor ya 
que, por ejemplo, en la hipótesis de que el desahogo de una prueba satisfaga de 
mejor manera los intereses del niño, desde luego que podrá exceder el indicado 
periodo, en el entendido de que el tiempo adicional que demore en resolver, 
deberá ser razonable y proporcional con la causa que lo originó.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER 
CIRCUITO.

Amparo directo 811/2015. 8 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gerardo Domínguez. Secretario: José Armando Jiménez Hernández.

Esta tesis se publicó el viernes 03 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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3. Registro No. 2 013 814

CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. DERECHO 
SUSTANTIVO APLICABLE A LOS PROCEDIMIENTOS 
JURISDICCIONALES TRAMITADOS POR LOS JUECES CONFORME 
A DICHO INSTRUMENTO, CUANDO ÉSTE EXPRESAMENTE 
REMITA AL DERECHO VIGENTE EN EL ESTADO EN QUE EL MENOR 
TENÍA SU RESIDENCIA HABITUAL ANTES DE SU TRASLADO O 
RETENCIÓN.

Las disposiciones de la citada convención que, de manera expresa, remitan al 
derecho vigente “en el Estado en que el menor tenía su residencia habitual 
inmediatamente antes de su traslado o retención” o referencias similares, deben 
imponerse a cualquier norma conflictual establecida en la legislación local, 
dada la jerarquía superior de los tratados internacionales sobre este tipo de 
ordenamientos, en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. En esa medida, la regla general es que si existe una 
disposición expresa en la convención que remita al derecho de determinada 
nación, deberá estarse a lo que ésta establezca; sin embargo, excepcionalmente, 
todo lo que no esté regulado por el referido ordenamiento supranacional 
que configure un punto de toque entre dos o más sistemas jurídicos, deberá 
resolverse conforme a lo que disponga la norma conflictual local, siempre y 
cuando no se oponga a los principios del citado instrumento internacional.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER 
CIRCUITO.

Amparo directo 811/2015. 8 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gerardo Domínguez. Secretario: José Armando Jiménez Hernández.

Esta tesis se publicó el viernes 03 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 

Nueva Época, N° 6 abril 2017, pp. 195-218

Tesis: III.2o.C.70 C (10a.)

Tribunales Colegiados de 
Circuito

Décima Época

Pag. 2642

2013814        5 de 43

Tesis Aislada 
(Constitucional, Civil)

Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación

Libro 40, Marzo de 2017, 
Tomo IV



215

4. Registro No. 2 013 815

CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. ATENTO AL 
PRINCIPIO DE CELERIDAD, EL JUEZ NACIONAL ES COMPETENTE 
PARA CONOCER DE LOS PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES 
TRAMITADOS CONFORME A AQUÉLLA.

Conforme a los postulados de dicho instrumento internacional, su respectivo 
informe explicativo, guía de buenas prácticas, y demás documentos relativos, 
en los procedimientos de restitución internacional de menores, las autoridades 
centrales sólo desempeñan un papel de coordinación y, consecuentemente, no 
representan los intereses de la Federación, por lo que, aun cuando el litigio 
deriva de un tratado internacional, lo cierto es que se actualiza la hipótesis de 
competencia concurrente que prevé el artículo 104, fracción II, de la Carta 
Magna (supuesto previsto en la fracción I antes de la reforma constitucional 
publicada en el Diario Oficial de la Federación, el seis de junio de dos mil once), 
ya que en las controversias del orden civil suscitadas sobre el cumplimiento y 
aplicación de leyes federales o tratados internacionales en los que sólo se afectan 
intereses particulares, corresponde al actor elegir el fuero al que se somete la 
controversia. Aunado a lo anterior, no debe soslayarse que los procedimientos de 
restitución internacional de menores, encuentran sustento en la Convención de 
La Haya, es decir, en un instrumento internacional, por lo que la competencia de 
las autoridades judiciales debe analizarse bajo el concepto de “Juez nacional”, y 
no de Juez local o federal, pues entorpecer la tramitación de los procedimientos 
de esta naturaleza, en la determinación de qué juzgador debe conocer de 
ellos, constituye un falso debate que produciría una demora innecesaria 
en la ejecución oportuna de las disposiciones de dicho instrumento, que se 
encuentran sometidas al principio de celeridad. Lo anterior es congruente con 
el artículo 53, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
que dispone que los Jueces de Distrito Civiles Federales conocerán: “De las 
controversias del orden civil que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación 
de leyes federales o tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano. 
Cuando dichas controversias sólo afecten intereses particulares podrán conocer 
de ellas, a elección del actor, los Jueces y tribunales del orden común de los 
Estados y del Distrito Federal.”. Cabe precisar que, con independencia de que 
se tramite ante un Juez Federal o uno local, éste no deberá soslayar otros 
criterios de competencia, sobre todo, el territorial que, en la mayoría de los 
casos, consiste en que es Juez competente el del lugar del domicilio del menor, 
en el caso de Jalisco, los órganos jurisdiccionales del Partido Judicial en donde 
tenga su domicilio (fuero común), o los Juzgados de Distrito en Materia Civil. Lo 
anterior, en el entendido de que, una vez asumida la competencia por los Jueces 
de Distrito, la secuela del procedimiento deberá llevarse a cabo conforme a las 
disposiciones del Código de Procedimientos Civiles de la entidad federativa que 
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corresponda, pues la legislación local es la que prevé la existencia de los juicios 
sumarios y, además, es la que aborda los aspectos relativos a la familia; sin que 
esto último constituya una conclusión inusitada, pues en materia mercantil es 
cotidiano que los órganos jurisdiccionales del orden común tramiten este tipo 
de asuntos conforme al Código de Comercio, que es una legislación de carácter 
federal; de ahí que no exista razón alguna por la que no sea dable reconocer 
que, en las controversias de restitución internacional de menores, es factible 
invertir el esquema que existe en materia comercial.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER 
CIRCUITO.

Amparo directo 811/2015. 8 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gerardo Domínguez. Secretario: José Armando Jiménez Hernández.

Esta tesis se publicó el viernes 03 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 

5. Registro No. 2 013 816

CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. EL DERECHO 
APLICABLE A TODO PROCEDIMIENTO DE RESTITUCIÓN 
INTERNACIONAL DE MENORES, TRAMITADO CONFORME A 
AQUEL INSTRUMENTO ES LA LEGISLACIÓN PROCESAL CIVIL DE 
CADA ENTIDAD FEDERATIVA (JUICIOS SUMARIOS).

El artículo 2 del mencionado instrumento internacional dispone que los Estados 
contratantes adoptarán “todas las medidas apropiadas para garantizar que se 
cumplan en sus territorios respectivos los objetivos de la convención”, y que 
para ello “deberán recurrir a los procedimientos de urgencia de que dispongan”. 
En relación con ello, el Máximo Tribunal de la Unión ha identificado que los 
procedimientos de “urgencia” que enuncia la citada convención, en México son 
conocidos como juicios “sumarios”. En consecuencia, el derecho aplicable a todo 
procedimiento de restitución internacional de menores, tramitado conforme a 
aquel instrumento internacional, es la legislación procesal civil de cada entidad 
federativa pues, en el Código Federal de Procedimientos Civiles, no existen los 
juicios sumarios. En efecto, de la lectura exhaustiva de la legislación procesal 
civil federal, se advierte que, además del juicio ordinario, sólo existen como 
especiales: a) Los “concursos” (libro tercero “Procedimientos especiales”, título 
primero, capítulo I); b) Los “juicios de sucesión” si la Federación es heredera 
o legataria en concurrencia con los particulares (capítulo II, ídem); c) Los 
“apeos y deslindes de un fundo de propiedad nacional” (capítulo III, ídem); d) 
El “avalúo en los casos de expropiación” (capítulo IV, ídem); y, e) Las “acciones 
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colectivas” (artículos 587 a 602 del Código Federal de Procedimientos Civiles). 
Un argumento adicional para considerar que el derecho adjetivo aplicable a este 
tipo de procedimientos es el local, consiste en que, en el contexto mexicano, 
la reglamentación sobre aspectos de familia es de competencia exclusiva de 
los Estados y no de la Federación. En efecto, de la lectura e interpretación 
sistemática de los artículos 73 y 124 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, se advierte que no es facultad expresa del Congreso 
General, legislar en materia familiar, por lo que, conforme al segundo de los 
preceptos mencionados, se entiende reservada para los Estados. En esa medida, 
aunque es el Poder Ejecutivo Federal quien está facultado para celebrar tratados 
internacionales (artículo 89, fracción X, de la Carta Magna), y el Senado de la 
República es el órgano responsable de ratificarlos (artículo 76, fracción I, ídem), 
sin importar la temática de aquéllos, tal circunstancia no significa que, por estar 
inmersa en el tratado, la materia sobre la que versa el instrumento se incorpore, 
a partir de entonces, a la esfera de competencia de los Poderes Federales. Por 
ende, dado que los procedimientos de restitución internacional de menores se 
vinculan con la materia familiar, se confirma que el derecho procesal aplicable a 
la controversia será el que establezca la legislación local.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER 
CIRCUITO.

Amparo directo 811/2015. 8 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gerardo Domínguez. Secretario: José Armando Jiménez Hernández.

Esta tesis se publicó el viernes 03 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 

6. Registro No. 2 013 817

CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. UNA VEZ 
INICIADO EL PROCEDIMIENTO DE RESTITUCIÓN INTERNACIONAL 
RESPECTIVO, LA SECRETARÍA DE RELACIONES EXTERIORES NO 
SE CONVIERTE EN LA REPRESENTANTE PROCESAL DIRECTA DEL 
MENOR INVOLUCRADO Y, EN TODO CASO, ES NECESARIO QUE 
EL SOLICITANTE OTORGUE SU AUTORIZACIÓN POR ESCRITO.

La atribución de la Secretaría de Relaciones Exteriores para fungir como 
autoridad central en los procedimientos internacionales de restitución 
internacional de menores derivados de la mencionada convención, se 
encuentra prevista en el artículo 22, fracción XI, del reglamento interior de 
la citada dependencia federal. Por tanto, dicha secretaría es la encargada de 
canalizar y promover la colaboración entre las autoridades centrales de los 
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Estados Parte de la Convención en los Estados Unidos Mexicanos, a fin de 
garantizar la restitución inmediata de los menores y, para conseguir los objetivos 
del convenio, tiene las obligaciones establecidas en el artículo 7 del citado 
instrumento. Ahora bien, de estas obligaciones, destaca la establecida en el inciso 
f), esto es, la relativa a la iniciación o apertura de un procedimiento judicial 
o administrativo, con el objeto de restituir al menor y permitir, a través de 
los medios legales disponibles, que se regule o se ejerza de manera efectiva 
el derecho de visita del progenitor que ostenta la custodia del menor, pero 
que no lo tiene bajo su resguardo o cuidado en virtud de que fue trasladado 
o es retenido ilícitamente por su contraparte en un determinado país. Sobre 
estas facultades, la Guía de Buenas Prácticas, primera parte, Prácticas de las 
Autoridades Centrales, apartado 4.16, página 57, dispone que la Convención 
impone a las autoridades centrales la obligación de iniciar o dar facilidades para 
promover un procedimiento judicial o administrativo, con el objeto de obtener 
el retorno del menor, pero también señala que no están obligadas a iniciarlo 
ellas mismas, ni a representar directamente al solicitante, pues a pesar de que 
esto último es posible, no es recomendable. De esto deriva que la Secretaría 
de Relaciones Exteriores, al recibir una solicitud de restitución internacional de 
menores, no defiende un interés ni derecho en nombre de la Federación, sino 
los de la solicitante, ante la presunción que impera en la Convención de La Haya 
en el sentido de que el interés del menor es ser restituido, por lo que resulta 
inconcuso que en la integración del correspondiente expediente administrativo, 
la autoridad central mexicana representa los intereses de la requirente. Sin 
embargo, no debe soslayarse que, una vez que el expediente administrativo 
es remitido a la autoridad judicial, e inicia el procedimiento jurisdiccional de 
restitución internacional de menores, la mencionada secretaría no se convierte 
en la representante procesal directa del menor pues, en todo caso, para ello es 
necesario que el solicitante de la restitución otorgue su autorización por escrito 
para dichos efectos en favor de la autoridad central, en términos del artículo 28 
de la Convención referida.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER 
CIRCUITO.

Amparo directo 811/2015. 8 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gerardo Domínguez. Secretario: José Armando Jiménez Hernández.

Esta tesis se publicó el viernes 03 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación.  
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